MENSAJE DE S.E. el Presidente de la Republica CON EL QUE INICIA UN proyecto DE ACUERDO MEDIANTE EL CUAL SE APRUEBA EL CONVENIO DE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE CHILE Y EL REINO DE ESPAÑA, SUSCRITO EN MADRID EL 28 DE ENERO DE 1997.
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	Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Convenio de Seguridad Social entre el Gobierno de la República de Chile y el Reino de España, suscrito en Madrid el 28 de enero de 1997.





	El actual Gobierno que me honro en presidir, siguiendo su invariable política de asegurar a los trabajadores migrantes el debido acceso a los sistemas previsionales, ha suscrito Convenios de Seguridad Social con diferentes naciones europeas y americanas. El presente Convenio se encuadra en el contexto de dicha política, siendo su finalidad primordial que los nacionales de las Partes Contratantes puedan beneficiarse de las cotizaciones que hubieren enterado en ambos países, producto de actividades laborales desarrolladas en el territorio de ambas Partes, manteniendo así la continuidad en su historia previsional; fundamento básico que permitirá, en definitiva, el goce de las prestaciones de seguridad social.





	El presente Convenio viene en reemplazar el Convenio de Seguridad Social Hispano Chileno actualmente vigente, que fuera suscrito igualmente en Madrid, el 9 de marzo de 1977, ratificado por nuestro país mediante el Decreto Ley Nº 2.175, de 19 de abril de 1975, promulgado mediante Decreto Supremo Nº 400, de 8 de mayo de 1980, del Ministerio de Relaciones Exteriores y publicado en el Diario Oficial, el día 14 de julio de ese año.





	El advenimiento en Chile del nuevo sistema de pensiones, consagrado en el D.L. Nº 3.500, de 1980, así como el establecimiento de un nuevo Régimen de Prestaciones de Salud, impulsaron a los Gobiernos de Chile y España a negociar un nuevo Convenio que regulara sus relaciones en el ámbito  de la Seguridad Social, de modo que, como se puede constatar, el presente Convenio no pretende innovar mayormente el Convenio actual, sino que como se dijo, adecuar sus disposiciones a los referidos cambios experimentados en las respectivas legislaciones internas de ambos países.





	En lo fundamental, el Convenio que someto a vuestro conocimiento, recoge los principios jurídicos de universal aceptación en materias de Seguridad social, los que fundamentan este tipo de instrumentos internacionales y que dicen relación con la igualdad de trato entre las Partes Contratantes; respeto de los derechos adquiridos; conservación de los derechos en curso de adquisición, y ayuda administrativa.





	En lo que atañe a la estructura del Convenio, éste consta de 45 artículos, distribuidos en IV Títulos, en los que se desarrollan los principios antes señalados.





	Así, las normas del Titulo Y del Convenio, denominado “Disposiciones Generales” comprende los artículos 1 al 5. El articulo 1 regula, respecto de las Partes Contratantes, el significado común que, en el contexto del Convenio, deberá otorgársele a determinados términos, como lo son: “Legislación”; “Autoridad Competente”;  “Período de Seguro”; “Familiar Beneficiario”; “Prestaciones Económicas”, y “Asistencia Sanitaria”, etc. Estos conceptos permitirán uniformar la correcta interpretación del sentido y alcance que deba darse a cada una de las normas de este instrumento internacional.





	Los artículos 2 y 3, por su parte, determinan el Campo de aplicación objetivo y subjetivo del Convenio, delimitando el marco jurídico que cada una de las Partes Contratantes deberá utilizar en el otorgamiento de los derechos previsionales de que se trate, como, asimismo, los sujetos destinatarios de ellos.





	En este sentido, es del caso destacar que en el campo de aplicación objetivo, nuestra legislación incluye, a diferencia del Convenio actual, el nuevo sistema de pensiones, basado en la capitalización individual, así como la asistencia sanitaria y las prestaciones económicas comprendidas exclusivamente en el sistema público de salud.





	Cabe agregar, en este punto, que en Chile, además de la legislación señalada anteriormente, el Convenio se aplicará a todos los regímenes previsionales que administra el Instituto de Normalización Previsional; a la asistencia sanitaria y prestaciones económicas derivadas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, y a las prestaciones familiares y por desempleo.





	El artículo 4 establece el Principio de igualdad de trato, en cuanto al goce uniforme de los beneficios legales, en el territorio de cada una de las Partes Contratantes. Derechos que permitirán, en definitiva, a las personas a que se refiere su artículo 3, la adquisición de las diversas prestaciones y beneficios regulados en este Convenio, siempre de conformidad a las normas internas de cada Parte.





	El artículo 5, en tanto, regula la Conservación de los derechos adquiridos y pago de prestaciones en el extranjero. Dicha disposición tiene especial trascendencia toda vez que garantiza a los nacionales chilenos que, habiendo obtenido una prestación económica en el territorio del Reino de España, con arreglo a sus disposiciones internas, mantendrán el derecho a su goce, no obstante trasladar su residencia, retornando a nuestro país.





	No debe olvidarse, en esta materia, que la legislación chilena no sujeta el goce de los derechos previsionales, que conforme a su legislación confiere, al requisito de la residencia, a diferencia de lo que acontece en la gran mayoría de los otros Estados en que si bien el derecho se adquiere, su percepción resulta condicionada a la residencia en el territorio del ente otorgante.





	El Titulo II, relativo a “Disposiciones sobre la Legislación Aplicable”, consagra en sus artículos 6 y 7, lo que viene en denominar respectivamente, Norma general y Normas especiales y excepciones. La Norma general atiende a la aplicación de la legislación de la Parte, en cuyo territorio se ejerza una determinada actividad laboral.





	Las Normas especiales y excepciones establecen la aplicación de una u otra legislación, para los trabajadores desplazados, como lo son: los funcionarios públicos; los miembros de misiones diplomáticas o consulares y los trabajadores que presten servicios abordo de naves y aeronaves.





	Finalmente, se faculta a las Autoridades Competentes de ambas Partes Contratantes, para establecer, de común acuerdo, excepciones a las disposiciones del artículo 7.





	A continuación, el Título III, sobre “Disposiciones Relativas a las Prestaciones”, contiene, entre los artículos 8 y 32, cinco Capítulos que establecen la normativa de fondo concerniente a la concesión de las distintas prestaciones de seguridad social y de salud que al amparo de este Tratado se concederán a los beneficiados con sus normas, recogiendo y compatibilizando, en forma armónica, la legislación de cada una de las Partes Contratantes. El Capítulo 1 sobre Enfermedad, Accidente o Maternidad, regula con precisión, entre otros aspectos, el otorgamiento de la atención sanitaria para trabajadores o pensionados y sus respectivos familiares beneficiarios, en los supuestos de estadía temporal, desplazamiento y residencia de los familiares en un lugar distinto al del aseguramiento.  Igualmente, se establece en este Capítulo, el reintegro de los gastos de asistencia sanitaria y el otorgamiento de prótesis y grandes aparatos y tratamientos de rehabilitación.





	En el capítulo 2, que dice relación con los beneficios derivados de la Invalidez, Vejez y Sobrevivencia, conviene destacar su Sección 1 sobre Disposiciones comunes, la que regula detalladamente la denominada totalización de períodos y la determinación de la incapacidad. La totalización de períodos permite, de ser necesario y siempre que no se superpongan, la suma de los períodos de seguro cumplidos conforme a la legislación de cada una de las Partes Contratantes, para adquirir, mantener, o recuperar el derecho a una prestación determinada.





	Esta totalización de los períodos de seguro, constituye, sin duda alguna, el reconocimiento recíproco entre las Partes del esfuerzo laboral sustentado con las cotizaciones previsionales que corresponda, realizado por los interesados indistintamente en el territorio de una u otra Parte Contratante.





	Las Secciones 2 y 3 previenen, respectivamente, los requisitos, formalidades y exigencias en la concesión de las pensiones de vejez, invalidez y sobrevivencia, conforme a la legislación española y chilena.





	El Capítulo III, prescribe sobre prestaciones por Accidentes de Trabajo y Enfermedad Profesional, estableciendo los supuestos y modalidades en que se aplicará la normativa sobre riesgos profesionales de cada país.





	Finalmente, los Capítulos 4 y 5 prevén, en su caso, el otorgamiento de Prestaciones Familiares y Prestaciones por Desempleo. En términos generales, ambos beneficios se regirán íntegramente por la legislación interna de cada Parte.





	A su turno el Título IV, relativo a “Disposiciones Diversas, Transitorias y Finales”, que abarca los artículos 33 a 45 del Convenio, contiene en tres Capítulos, variadas disposiciones destinadas a la futura implementación de la normativa de este Tratado. Así, en su Capítulo 1 sobre Disposiciones Diversas, se reglan materias como las atribuciones de las Autoridades Competentes y el principio de la Ayuda Administrativa entre Instituciones, que deberá inspirar, en un equivalente al principio universalmente aceptado de la buena fe en el cumplimiento de las obligaciones internacionales, las actuaciones de las Partes. Se refiere asimismo, esta Capítulo, a la presentación de documentos, solicitudes, declaraciones y recursos; al beneficio de las exenciones de derechos de registro de escritura, de timbre, tasas consulares y otros; a la supresión de trámites de legalización; a la correspondencia epistolar directa; a la revalorización de las prestaciones; a las modalidades de pago y a la regulación de controversias. En lo que atañe a esta última materia, el artículo 40 dispone que ellas se resolverán por las Autoridades Competentes - el Ministerio del Trabajo y Previsión Social en el caso de Chile -, y si ésta no pudiera ser resuelta en el plazo de seis meses, deberá ser sometida a una comisión arbitral que se establecerá al efecto.





	El Capitulo 2, sobre “Disposiciones Transitorias”, reglamenta el cómputo de períodos de seguros anteriores a la vigencia de Convenio, disponiendo, en términos generales, que ellos serán considerados para la determinación del derecho a las prestaciones que se reconozcan en virtud de este Instrumento. Del mismo modo, se establece que la aplicación de este Convenio dará derecho a prestaciones por contingencias acaecidas con anterioridad a su vigencia, pero limitando el pago de las mismas sólo a partir de la fecha de su vigencia.





	Por su parte, el párrafo 2 del artículo 42, contiene normas sobre revisión de las pensiones que hayan sido liquidadas por una o ambas Partes o de los derechos que hayan sido denegados antes de la entrada en vigor del presente Convenio, prescribiendo que ellas serán revisadas a solicitud del interesado, siempre que la solicitud se presente en un plazo de dos años desde la aludida vigencia, retrotrayéndose el pago del beneficio resultante a la data de esta solicitud, salvo disposición interna más favorable.





	Debe precisarse, en este punto, que dentro de nuestro ordenamiento jurídico interno las normas sobre prescripción de derechos previsionales se insertan en el marco de los tradicionales regímenes previsionales, fiscalizados por la Superintendencia de Seguridad Social, principalmente, en la ley Nº 19.260. Consagra esta ley, a contar del 4 de diciembre de 1993, fecha del inicio de su vigencia, la imprescriptibilidad del derecho a las pensiones de jubilación por cualquier causa, sin perjuicio de la verificación de determinadas modalidades en cuanto a las fechas de pago, según el momento en que los beneficios se solicitaren.





	Respecto del nuevo sistema de pensiones, debe expresarse que, tal como dispone el artículo 2 del Decreto Ley Nº 3.500, de 1980, la afiliación al sistema es única y permanente, subsistiendo durante toda la vida del afiliado, ya sea que se mantenga o no en actividad.  Esto significa entonces, que en este régimen, el derecho a solicitar y obtener pensión se somete, en esencia, a la configuración de la causal y al monto del ahorro previsional existente en la respectiva cuenta de capitalización individual.





	Por último, el Capítulo 3, sobre “Disposiciones Finales”, contempla las normas de común aplicación en este tipo de Instrumento, relativas a su vigencia y entrada en vigor, terminación, respeto a los derechos adquiridos en virtud del Convenio, y la garantía de los derechos en vías de adquisición en caso de denuncia.





	Digno de destacar, como se dijo, es el artículo 44, en virtud del cual las Partes Contratantes acuerdan dejar sin efecto el Convenio de Seguridad Social Hispano Chileno de 9 de marzo de 1977, así como el amparo de los derechos adquiridos en conformidad a ese Convenio.





	En consecuencia, el texto del presente Tratado, constituye un cuerpo armónico y cohesionado, orientado fundamentalmente a garantizar la protección de los derechos de orden previsional y de salud, reconocidos por la legislación de ambas Partes Contratantes.








	En mérito de lo expuesto, someto a vuestra aprobación el siguiente:














P R O Y E C T O  D E  A C U E R D O:














“ARTICULO UNICO.-	Apruébase el Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y el Reino de España, suscrito en Madrid el 28 de enero de 1997.”.





					Dios guarde a V.E.,


























	EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE


	Presidente de la República

















	JOSE MIGUEL INSULZA SALINAS


	Ministro de Relaciones Exteriores

















	JORGE ARRATE MAC NIVEN


	Ministro del Trabajo


	y Previsión Social

















	ALEX FIGUEROA MUÑOZ


	Ministro de Salud
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